“ALONSO, Angel Omar s/Hábeas Corpus” Expte. Nº 27 – Fº 20 – Año 2013, Secretaría de Recursos del STJ.

Y VISTOS:

                Este expediente caratulado “ALONSO, Angel Omar s/Hábeas Corpus”, registrado bajo el Nº  27 – Fº 20 – Año 2013, en la Secretaría de Recursos del STJ., y

CONSIDERANDO:

                             Que el abogado Alfio David Chir promueve acción de Hábeas Corpus en favor de su defendido Angel Omar Alonso, detenido en la Alcaidía de Varones de la Ciudad de Formosa, y con Prisión Preventiva dictada en los autos “Alonso, Angel Omar s/Doble Homicidio Art. 84 y Lesiones Art. 94, C.P.”, en trámite por ante el Juzgado de Instrucción y Correccional Nº 3 de la Primera Circunscripción Judicial.

                                   El pedido tiene por objeto que “previo trámite de rigor se deje sin efecto el estado de prisión preventiva por la que atraviesa el imputado – en un delito culposo – por haber transcurrido los plazos de ley para su resolución definitiva y además, por haber cumplido, en cautiverio, el mínimo de la pena impuesta para el delito atribuido. Considera que se ha consagrado una violación a la garantía constitucional a que exista una extensión de la prisión preventiva mas allá de los parámetros que establece la Constitución Nacional, Provincial y la Ley 24.390, razón por la que plantea el Hábeas Corpus como única alternativa para hacer cesar el estado de prisión preventiva.

                                 Que la tutela jurisdiccional pretendida se encuentra contemplada en el art. 17 de la Constitución Provincial, norma que precisamente acuerda competencia a éste proveyente, pese a integrar un tribunal colegiado.-

                                     Que sin embargo, el mismo dispositivo constitucional opera cuando se produce la detención de una persona, sin orden emanada en legal forma de autoridad competente y en el caso que nos ocupa, como el propio letrado lo admite, la medida no pone en crisis la orden de detención que fue dictada por quien tenia competencia para ello, sino la extensión de la prisión preventiva, a la que considera violatoria de la Ley 24390 y de la garantía del plazo razonable.

                                           El estado de la causa surge del informe de fs. 15, en donde se consigna que efectivamente se dictó auto de prisión preventiva contra Angel Omar Alonso, el 14 de abril de 2011, y que ante el recurso de apelación promovido contra el sobreseimiento  de quien fuera co-imputado, Martin Enrique Tafetani, la Cámara Segunda en lo Criminal confirmó la decisión el pasado 06 de Marzo de 2013, estando pronto a bajar a primera instancia, para continuar con el tràmite en orden a que tambien se había considerado completa la instrucción respecto a Alonso.

                                 Que el Superior Tribunal de Justicia ya tuvo oportunidad de expedirse en orden a que la Ley 24390 es de orden nacional, y es conocido que la Constitucion Nacional otorga competencia exclusiva y excluyente a las Legislaturas locales para el dictado de las normas procesales, entre las que se incluye todo lo referido al régimen excarcelatorio (Fallo Nº 1956-Tomo 2004).

                                   Que asimismo en cuanto al plazo razonable del proceso, el mismo pronunciamiento sostuvo que proponer un límite tasado (como el plazo de dos años) carece de toda racionalidad, tomando en cuenta que como lo señaló la Comisión Interamericana de Derechos Humanos en “Gene Lacayo” debe hacerse un análisis global de procedimiento, para lo cual debe considerarse tanto la conducta del imputado, la complejidad del caso y la conducta de las autoridades judiciales.

                                    Ahora bien, como se puede observar, tales parámetros que deben ser merituados ante cada caso concreto, exceden notoriamente el objeto del Hàbeas Corpus, y sólo pueden ser verificados por el Juez o Tribunal competente en el caso, porque no se discute la legalidad de la detención sino la posible vulneración a la garantía de juzgamiento en plazo razonable, que sólo puede ser analizada por el magistrado competente en tanto sólo el puede verificar  la conducta del imputado, o si en el caso estamos ante un delito de investigación compleja, que justifiquen la aplicación de una medida orientada a superar la situación denunciada.

                                         Por lo expuesto y no concurriendo la causal prevista en el Art. 17 de la Constitucion Nacional,

RESUELVO:

                     No hacer lugar al Habeas Corpus promovido a fs  4/5. Registrese, notifiquese, etc.

